VALOR PROBATORIO DE LAS VÍDEO GRABACIONES.-
La filmación o vídeo grabación de imágenes, que pueden reflejar hechos de relevancia o trascendencia penal, su carácter probatorio, y por ende, los requisitos legales que debe tener, son cuestiones planteadas en nuestros juzgados y tribunales, siendo, en la mayoría de las ocasiones, dichos medios, la prueba más directa y clara de los hechos objeto de instrucción penal y de posterior enjuiciamiento.

En primer término, en el ámbito puramente material, cabe recoger el contenido del derecho fundamental a la intimidad afectado con la vídeo grabación, esto es, el relativo al ámbito del derecho fundamental al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen reconocido en el artículo 18 de la Constitución – vid nuestro artículo publicado en junio de 2005 relativo al derecho a la intimidad y propia imagen; y nuestro artículo publicado en junio de 2006 relativo a la carga de la prueba en el proceso penal –
En el ámbito puramente procesal, el cuestionamiento o validez de estos medios se fiscaliza, en cuanto al acceso y admisión de los mismos, a través del derecho a la tutela judicial efectiva, derecho de defensa y con todas las garantías para los justiciables, ex artículos 9.3 y 24 de la Constitución.

En lo que concierne al derecho a la intimidad, nuestro Tribunal Constitucional se ha pronunciado en numerosas ocasiones sobre la configuración de este derecho, estableciendo su contenido y límites. Así, ad exemplum, la STC 186/2000 de fecha 10 de julio, establece que este derecho reconoce e implica la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de los demás. Por su parte la STC 170/87 de 30 de octubre  establece este derecho como la facultad de exclusión de los demás, de abstención de injerencias por parte de otro, tanto en lo que se refiere a la toma de conocimientos intrusos, como a la divulgación ilegítima de estos datos.
No obstante lo anterior, el propio Tribunal Constitucional reconoce que el derecho a la intimidad no es absoluto, como no lo es ninguno de los derechos fundamentales, pudiendo incluso ceder ante intereses constitucionalmente relevantes, siempre que el recorte que aquél haya de experimentar se revele como necesario para lograr el fin legítimo previsto, sea proporcionado para alcanzarlo y, en todo caso, sea respetuoso con el contenido esencial del derecho (SSTC 57/1994 de 28 de febrero y 143/1994 de 9 de mayo)
La Ley Orgánica 4/1997 de 4 de agosto regula la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en lugares públicos con el fin preventivo del delito, con el fin, conforme al principio de proporcionalidad, de asegurar la protección de los edificios e instalaciones públicas y de sus accesos, salvaguardar las instalaciones útiles para la defensa nacional, constatar infracciones a la seguridad ciudadana, y prevenir la causación de daños a las personas y a los bienes.

La ley introduce una serie de garantías o controles de esa actividad policial que parten del establecimiento de un régimen de autorización previa para la instalación de videocámaras fijas inspirado en el principio de proporcionalidad en su doble vertiente de idoneidad e intervención mínima.
La idoneidad determina que solo podrá utilizarse la videocámara cuando resulte adecuado para el mantenimiento de la seguridad ciudadana. La intervención mínima exige la ponderación, en cada caso, entre la finalidad pretendida y la posible afectación por la utilización de la videocámara al derecho al honor, a la propia imagen y a la intimidad de las personas.

Las imágenes y sonidos obtenidos serán destruidas en el plazo de un mes desde su captación, salvo que se relacionen con infracciones penales o administrativas graves o muy graves en materia de seguridad pública, con una investigación policial en curso o con un procedimiento judicial abierto.

En lo que concierne a las video grabaciones realizadas con fines de investigación criminal, no existe un tratamiento legislativo específico, habida cuenta que la Ley Orgánica citada lo trata de forma indirecta. En consecuencia hemos de acudir, para suplir ese vacío o laguna legal, a la jurisprudencia, siendo preciso, a estos efectos, el realizar el distingo según la grabación se produzca en lugares públicos o en lugares o domicilio privados.
La STS 299/2006 de fecha 17 de marzo establece que las imágenes grabadas – en el caso de que se trata –se realizaron desde la vía pública y sobre escenas que también se desarrollaban en un espacio público, por consiguiente, sin necesidad de autorización judicial, la policía está actuando con plena legitimidad, al amparo del artículo 282 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, en su cometido de investigar los delitos y descubrir a sus autores.

Siendo paradigmática la STS 1207/1999 de fecha 23 de julio cuando señala que se estima legítima y no vulneradora de derechos fundamentales la actividad de filmación de escenas presuntamente delictivas, que sucedían en vías o espacios públicos, y ha considerado que únicamente se necesita autorización judicial para la captación clandestina de imágenes o de sonidos en domicilios o lugares privados.

En este último supuesto – vídeo grabación en lugar privado – la Ley Orgánica 4/1997, en el artículo 6.5, exige la autorización judicial o consentimiento del titular, no existiendo ninguna otra pauta legal al respecto. Por consiguiente, no estarían autorizados, sin el oportuno placet judicial, aquellos medios de captación de la imagen o del sonido que filmaran escenas en el interior del domicilio prevaliéndose de los adelantos y posibilidades técnicas de estos aparatos grabadores aun cuando la captación tuviera lugar desde emplazamientos alejados del recinto domiciliario.
En lo que concierne al contenido y configuración de la resolución judicial que acuerde la vídeo grabación en lugar privado, es necesario constatar si cumple los tres requisitos o condiciones siguientes (SSTC 6/1995 de 8 de mayo y 207/1996 de 16 de diciembre):
a) juicio de idoneidad. Para superarlo la medida debe ser susceptible de conseguir el objetivo propuesto, es decir, ser útil al fin propuesto

b) juicio de necesidad. Es preciso que no exista otra medida para la consecución de tal propósito con igual eficacia que conlleve un sacrificio inferior para los derechos fundamentales

c) juicio de proporcionalidad en sentido estricto. La medida debe ser ponderada o equilibrada por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre los bienes o valores en conflicto. Es preciso que haya un riesgo cierto y real de que se dañen bienes jurídicos de rango constitucional de no proceder a dicha entrada y registro, que es en lo que en último término fundamenta y resume la invocación del interés constitucional en la persecución de los delitos, pues los únicos límites que pueden imponerse al derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio – ese arcano secreto del yo en definición del Tribunal Supremo – son los que puedan derivar de su coexistencia con los restantes derechos fundamentales y bienes constitucionalmente protegidos a falta de otra indicación en el precepto constitucional sobre sus límites.
Por consiguiente, la motivación, para ser suficiente, debe expresar con detalle el juicio de proporcionalidad entre la limitación que se impone al derecho fundamental restringido y su límite, argumentando la idoneidad de la medida, su necesidad y el debido equilibrio entre el sacrificio sufrido por el derecho fundamental limitado y la ventaja que se obtendrá del mismo.

En segundo término, el órgano judicial deberá precisar con detalle las circunstancias espaciales (ubicación del domicilio) y temporales (momento y plazo) de la vídeo grabación y previa instalación, en su caso, de los mecanismos, y también las personas (titular u ocupantes del domicilio en cuestión)

Finalmente, la resolución judicial deberá contener la motivación de la decisión en sentido propio y sustancial, con indicación de las razones por las que se acuerda semejante medida y el juicio sobre la gravedad de los hechos investigados, e igualmente tener en cuenta si estamos en una diligencia de investigación imbricada en una instrucción judicial iniciada con antelación, o ante una mera actividad policial preparatoria de una instrucción judicial.
En la praxis diaria, la proliferación de la tenencia y uso de aparatos de vídeo grabación por los ciudadanos, ha dado lugar a numerosos supuestos en que particulares, perjudicados o agraviados por hechos de naturaleza penal, o meros testigos de ellos, han video grabado tales hechos.

Por otro lado, tampoco resulta inusual que las cámaras dispuestas en ciudades y carreteras destinadas al control del tráfico puedan grabar hechos de naturaleza penal, así como tampoco es difícil encontrar en la práctica diaria de Tribunales, la aportación de cintas de vídeo grabación acompañadas a denuncias o querellas en las que un empresario denuncia hechos constitutivos de hurto, robo o daños u otra infracción penal cuya comisión imputa a un empleado.

Se vuelve así a plantear la validez como prueba en el proceso penal de estas vídeo grabaciones. Dado el vacío legal, la incorporación de tales medios al proceso penal, a efectos de prueba, puede subsumirse en los siguientes requisitos jurisprudencialmente admitidos, y que, a modo de síntesis, señalamos a continuación:

a) control de legitimidad de la filmación, que implica que el juez de instrucción supervise que la captación de imágenes se efectuó con el debido respeto a la intimidad personal y a la inviolabilidad domiciliaria

b) control de integridad de la vídeo grabación
c) control de autenticidad de la grabación

d) respeto de los principios procesales de contradicción, igualdad e inmediación

Cumplidos estos requisitos, la incorporación al proceso de estas vídeo grabaciones será válida. Cuestión distinta será su valoración. Esto es, la valoración de la prueba videográfica, lo será, como las demás, libremente por el juez o tribunal sentenciador, conforme al artículo 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en conjunción con las restantes pruebas practicadas en el acto del juicio oral o plenario.

En Madrid, a 4 de diciembre de dos mil seis.-
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